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'PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES 

/ 

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires 

+I I i !  

RESUELVE 

Solicitar al Poder Ejecutivo, a través de sus dependencias competentes, informe a la brevedad y por escrito, 
Con referencia á las medidas adoptadas en función de las declaraciones de emergencia establecidas para el 
Servicio Penitenciario Bonaerense por medio de los Decretos N° 1132/01 y 2491/05, y las Leyes N°13189, 
fi 3417, 13677, 13800 y 13972; prorrogadas por los Decretos N° 2480/04, 1679/06, 1297/07, 1362/08 y 
1080/09; y para las dependencias de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, de acuerdo con los 
Decretos N°2406/02, 2476/05, 2632/06 y 2784/07; lo siguiente: 

1 	Unidades Penitencias construidas, ampliadas y refaccionadas: se discriminarán los casos particulares 
indicándose la ubicación, data de la obra, características, superficie cubierta, instalaciones 
complementarias realizadas, capacidad de alojamiento, costo de cada obra, empresas adjudicatarias de 
lós trabajos y forma de contratación de los mismos. 

'2. Alcaldías y celdas en Comisarías construidas, ampliadas y refaccionadas: se discriminarán los casos 

4- particulares indicándose los mismos datos que en el punto anterior. 

Compras 'realizadas para las dependencias que alojan detenidos: se discriminará la información 
indicándose los tipos y cantidades de materiales y equipamientos adquiridos, destino de los mismos, 
montos erogados, empresas y comercios proveedores, modalidades para los procesos de sejecció,n y 

I 
 

compra. 

Contrataciones de servicios efectuadas en función de las emergencias declaradas: se discriminará la 
I 	información de acuerdo con el. tipo, características y destino de las mismas, las empresas contratadas y 

las metodologías para su selección, así como los plazos y montos de cada contrato. 

I 

váluación del estado de lás Unidades del Servicio Penitenciario Bonaerense y de las dependencias 
policiales que alojan detenidós luego de la aplicación de las medidas de excepción autorizadas en 
fi:Inción de las declaraciones de emergencia mencionadas, y si se han dado por eliminadas las causales 
(lúe dieron lugar á las mismas. 

4 

Seguridad antisiniestral y de seguridad e higiene. 	 • 1 
Fundamente y justifique si en las unidades carcelarias se ,cumplen las normativas relativas a la 

1 

r: 
7. Mencione cantidad de presos, con y sin condena, que se encuéintran alojados,.en cada unidad dar:Celaría 

U-Ié la Provincia de Buenos Aires. 	 fil 
; 

8: Toda otra información que resulte de interés con relación al tema 
j 

1.• 

I i 
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	 LOS ALBERTO NIVIO 
Diputado Provincial 

H. Cámara de Diputados 
Pcia. de Buenos Aires. 
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FUNDAMENTOS 

Declaraciones de emergencia 

Él 16 de mayo de 2001 el Poder Ejecutivo dictó el Decreto N° 1132/01 por el cual fue 
declarada por el término de un año la emergencia físico funcional del Sistema 
Penitenciario de la provincia de Buenos Aires, con el objeto de realizar obras e 
Implementar acciones tendientes a la construcción y reparación inmediata de pabellones y 
locutorios de visitas, módulos de contención y alcaidías en todo el territorio de la 

	

, 	, 
Provincia, incluyendo la provisión de equipamiento adecuado 

picha medida, que llevaba la firma del por entonces gobernador Carlos Ruckauf, fue 
fundamentada inicialmente en el marco de la Ley 11.340 —promulgada el 11 de abril de 
1992-, por la que se permitía autorizar al Poder Ejecutivo a "declarar de Emergencia 
Obras y/o acciones indispensables de ejecutar en forma inmediata por una reconocida 
urgencia o debido a imprevistas circunstancias, ante situaciones de desastre que se 
produzcan en zonas de la Provincia, afectadas por casos de fuerza mayor, tales como: 
incendios, inundaciones, terremotos, epidemias"; permitiéndosele realizar las 
contrataciones, gastos y tomar todas las decisiones necesarias para solucionar ó aliviar 
las consecuencias de desastre producidas y a la vez evitar las agravaciones que de. él 
Qudierpn derivarse. 

' 
A tal fin, el Poder Ejecutivo podría utilizar las normas de excepción previstas en el 

eüeto-Ley 7.764/71, texto ordenado por Decreto 9.167/86 de Contabilidad yen las 
Eleyes 6.021 de Obras Públicas y sus modificatorias, 5.708, T.O. por Decreto 8.523/86 - 

,  

beneral de Expropiaciones- y Ley 10.397 -Código Fiscal- y sus modificatorias, y sus .• 
respectivos Decretos Reglamentarios; pudiendo además eximirse del cumplimiento de las 
prescripciones de los Decretos-Leyes 7.543/69, T.O. por Decreto 969/87, Orgáñica de 
.Fiscalía de Estado; y 8.019/73, T.O. por Decreto 8.524/86, Orgánica de Asesoría General 
dé Gobierno, Decreto-Ley 9.853/82 y dictamen que alude el artículo 10° dá la-  Ley 6.021, 
relacionados con la intervención del Consejo de Obras Públicas. 

o` lo 
pe acuerdo con el artículo 2° de la Ley 11340, la declaración de emergencia que se 
[ealiCe en dicho marco deberá contener: a) La individualización del fenóme,no con'. las 

ifierili•aciones que produce y los objetivos que se persiguén con la obra y/o 1aCciein a 
tejecbtar en la emergencia, en forma urgente e inmediatánencionando clararliénte las 
ildnásde influencia, a fin de justificar la toma de decisión Y13) El tiempo de duradón de la 
irriedidb adoptada. 	• 	 • 	 '1• 11 
i• 	,‘ 

I 
Él dm:portante destacar que según el artículo 4° de la Ley 11340,,"  ejecutada 	°di-al:y/o 
ac,ciófrencarada, el Poder Ejecutivo deberá dar cuenta de su actuación a los Olgarlistños 
de la ,onstitucion, conforme a la legislación vigente". 

o'r 	4; 	 . 
' a,. 

.11A. 	• r o‘1,:4 
Resúltaba cuestionable que se haya tomado como referencia latey 11340 ya.que ella 0.0 
lariágnadá como consecuencia de que distintds déisas‘tres clirriáticos 	diverW 
áccidéntes, habían producido efectos devastadores eh bienes tahto públiCos cáltij 
privados. Por lo tanto, se había determinado —según Sus fundamentos- de absokita 
necesidad ,para la población bonaerense una imprescindible, eficazy eficiente acción 

. 
:gubernamental  con el fin de producir la inmediata réconstrucción o reparación dé 
iéler4ntos Vitales, como así al otorgamiento de los se!'rvicios públicos. A su vez, sé 
recon,ocía que tales normas, de carácter excepcionaf.sé'han adoptado siempre con el it• 
objeto de, efectivizar una ayuda inmediata hacia aquellas poblaciones que sufren Jos 
embá,tes dé situaciones imprevistas; brindando al Poder Ejecutivo una herrámiérda 
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• 
adecuada que le permita un accionar diligente ante la presencia de fatalidades como las 
nienciónadal. 

I 
Dichó cuestionamiento determinó que el Decreto 1132/01 fuese objetado por el Fiscal de 
Estado, por haberse contemplado la declaración de emergencia en los términos de la Ley 
11.340 cuahdo, por, las características de la situación, debió encuadrársela en los 
términos dei artículo 9°, inciso d) de la Ley 6.021. De tal forma, se dictó con fecha 31 de 
julio de 2001 el Decreto 2024/01 -modificatorio del Decreto 1132/01-, encuadrándose la 
'emergencia en la mencionada Ley de Obras Públicas, con lo cual se permitía autorizar la 
contratación' directa a través del procedimiento de la compulsa de precios entre varios 
oferentes, ampliándose el número de empresas a convocarse previsto originariamente, 
conforme se indica en la observación. 

La Ley 6021 de Obras Públicas rige para todas las construcciones, instalaciones y obras 
en general que ejecute la Provincia por intermedio de sus reparticiones, por sí o por medio 
de personal o entidades privadas u oficiales, con fondos propios de aportes nacionales, 
muniCipales o de particulares (artículo 1°). 

El Capítulo III está dedicado a los sistemas de adjudicación y de realización, 
estableciéndose en el artículo 9° que: "Las obras, trabajos, instalaciones y adquisiciones a 
que se refieren los artículos 1° y 2°, deberán adjudicarse mediante licitación pública"; 
quedando éxceptuadas de la obligación de ese acto y pudiendo ser adjudicadas mediante 
licitación privada, concurso de precios o ejecutadas por, administración una serie de 
casos, entre los cuales en el inciso d) del artículo precedentemente citado se expresa: 
<Cuando los trabajos de urgencia reconocida o circunstancias imprevistas demandaren 
una inmediata ejecución", texto que fue incorporado por la Ley 12504. 

Debe tenerle en cuenta también que el Decreto citado inicialmente, y que luego' fue 
parcialmente modificado, establecía que las obras se ejecutarían con cargo al Fondo 
Fiddeiário para el Desarrollo del Plan de Infraestructura Provincial, el cual fuecreado por 
el adículo g° de la Ley 12511, siendo reglamentado por Decreto 4.269/.00. Eirhismb fue 
destinado "Para la construcción de caminos, saneamiento,Jlobras hidráulicas, viviendas y 
de iliiiftaestructura social tendientes a cubrir los déficit estructurales, a generk Mayor 
ocupagión•de mano de obra y contribuir a mejorar la calided.de  vida de los bon.aérénses" 

di) lártp[ó 1°): 
t 	r 

ti 	
1.9:1  • 

fi: 	• ^ 	, 	 i• 	4 I 	 r D'aloe ponsígnar que, de acuerdo con el artículo 20° de ,l Ley 12511, se crearla.funa 
orri'.  is16n Bicameral para el seguimiento del "Fondo Fiduciario para el Desarrollo dell, an 

de Infraestructura Provincial", integrada por siete Diputados y siete Senadores élé,ájdPs 1, 	.1 	. 
pór, sus respectivas Cámaras, garantizándose un niíri..inio de tres Diputadosl yi trPs 
lenadores de las bancadas de las minorías; siendo' la participación de la Comilióri 
procedente en los siguientes casos: a) Cumplimiento de los planes de obra incluidds erv4I 1 

i 	i"Plao Provincial de Infraestructura". b) Seguimiento ,,,del Fondo: Fiduciario para ,,él 
Desarrollo del Plan Provincial de Infraestructura. c) Dictáminar previamente 'respecto de 
las obras no previstas en la Ley de Presupuesto y que li'Provincia .considere prioritariál: 
A su' yez, la Comisión se halla facultada para requerir la presencia de funcionarios dé!  , 

, Poder:Ejecutivo, y solicitar la remisión de los antecedentes y documentos que en cadá i: 	 5 il caso se, 
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reqUieran. 	,, 
ll 	f,  
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I 	Li díá 11 de octubre de 2002 fue dictado el Decreto 2406/02, Por el cual se declaró por el 
''' 	plazo 'dé un 1  'año Is k  emergencia ;físico funcional de las dependencias de la Policía de la 

	

, 	,  
I' ) Brovincia deBueriós Aires que alojaren detenidos. bicha medida sé adoptó ante la crítipá , 	, 	I, I,  

1  isituagión por' la que:atravesaban'dichos establecimientos. ,., 	1 	
. 	• i. 

, 	, 	 : 	1 	1 	..1! r 	3411 . 	pl 	 . 	. 	. 
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' 	
. 	

1 	 i 	. 	, 	It!  
'Antela caai-ehCia 'de' 'alcaidías para alojamiento de detenidos, previstas por la Le 12 155' 

, 	,"el núrihero' de personas privadas de la libertad a disposición de la Jüsticia, que debíanisel 
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'alojad:ás 'd'Orante largos períodos en dependencias policiales,'' se "hábíá' -I  ido 
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:progresivamente' acrecentado hasta desbordar la capacidad física ;de*  las mismas; , 
isituación que no escapaba al conocimiento de los Magistrados, de los diferente 	- 
Departamentos Judiciales de la Provincia de Buenos Aires -que lo plasrharon en diversos 1 
fallos-, habiendo recomendado en reiteradas oportunidades la adopción de medidas 
hecesarias Para revertir tan acuciante realidad. 

En función de las normas anteriormente citadas, el día 27 de agosto de 2004 fue dictado 
él Decreto 1939/04, encomendándose al Ministerio de Infraestructura, Vivienda y 
Servicios Públicos, "bajo la exclusiva responsabilidad de los funcionarios intervinientes", 
para que en el marco de la emergencia físico funcional del Servicio Penitenciario 
declarada por Decretos N° 1132/01 y 2024/01 y las previsiones del artículo 9° inciso d) de 
la Ley N° 6021, proceder a contratar y ejecutar la obra: "Alcaidía en la localidad de Junín", 

, Partido del mismo nombre, cuyo costo asciende a la suma de $ 17.360.000. 

El 11 lie mayo de 2004 se publicó en el Boletín Oficial la Ley 13.188, mediante la cual se 
declaró "en emergencia" las Policías de la Provincia de Buenos Aires por el término de 
seis meses, autorizando al Poder Ejecutivo a extender ; por seis meses adicionales su 
1/igencia, lo cual se concretó luego mediante el Decreto' 2668/04. La emergencia 
declarada comprendía los aspectos organizativos, funcionales, operativos y laborales de 
FlichaS instituciones. 

El 18 de marzo de 2004 fue publicada en el Boletín Oficial la Ley 13189, por la cual, se 
declaró el estado de emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense (SPB) Por el 
término de seis meses, autorizando al Poder Ejecutivo a extender por seis meses 

0,.,dicio-nales la vigencia de la misma. 
' 	I 

. 	g 1  
por:p1 artículo 2° de dicha ley, se estableció que la emergencia declarada comprendería i 
los . 'áspectos organizativos, funcionales, operativos y laborales del SPB, y perseguiría i 	c 
como objetivos "transformar la estructura del Servicio Penitenciario Bonaerense, creando, 
modificando, extinguiendo o suprimiendo total o parcialmente funciones, asignando ,o 
reasighando las mismas en los términos que se determinen ?•a fin de dotarla de eficiencia, c 1 

. 	'. 	- para
, 
 atender sus misiones fundamentales", así como "optipzar los recursos hd magos, y 

materiales', y los servicios que presta". 	 ir' 
	ii, 

: 	

k!, ,i . 
i'l 	1  

$egúnr  el artículo 3°, la emergencia autorizaba a reasignar funciones y destinosl • IP e todo el 

i  „ ,I 

' 	.' ' I..  • 	
1-,ilt 

personal de aquel organismo provincial y reglamentar : sus obligaciones ;Poner: én 
disponibilidad simple, jubilar o pasar a retiro y declarar la prescindibilidad del personal,del . 	 ., 	, 	,• 	I 	1 
Servicio Penitenciario Bonaerense, comprendido entre, las jerarquías de SubpreMcto 
ifáSt 

1
inspector General. 

, 	 I 	• k, 	r 	. 	 . 
rir / 	. ri • 	• 

En los fundamentos se mencionaba la detección dé "un alto gradó de ineficiencia en la 
misión fundamental que esta institución tiene asignada por su ley de creación", y que ante 

, diCha circúnstancia resultaba "imprescindible la leinstitucionalización de la fuerz9.„.."a 
efeCtos de lograr una institución más eficiente y áséptica de, corruptelas estructurales 
'0..ori ! 'estal,iey se pretendía "dotar al Poder Ejecutivo, provincial •de herrargienta  
posibiljterCtransformar la estructura de la fuerza, creando, módificagdO, .extinguierjd-O,C, 
s uprimiendo  

. 	 , 	11 total o parcialmente funciones, asignando 	
., 

/ •II. 
o reasignagdo las mismas eni lo

.9
s 

4 ./3 • 
términos •Iue se determinen, a fin de dotarla de poder saciegte 'para atender:sus 

1 ' I n ' 

'pon,  fecha8 de Octubre de 2004, fue dictado el Deereto 2480/04 por el cual se prorrogela 
intervenciOn en el Servicio Penitenciario Bonaerense -que había sido resuelta.'Por,e1 
término de' 180 días mediante el Decreto N° 732 de fecha'21 de abril de 2004-, "rgientres 
ubSiSta el estado de emergencia establecido por la Ley N° 13189"; extendiéndeseipor 

seis 'meses la vigencia del estado de emergencia del SPB, a partir del 18 de noviembre 
del año 2094, fecha de vencimiento del plazo consignado en la Ley N° 13.189. 

.11  
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misiones fundamentales". 
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' be acuerdo con su artículo 9°, el Poder Ejecutivo remitiría bimestralmente a iatedislatura 
Un informe 'conteniendo el detalle de las medidas adoptadas de conformidad Con las 
facultades asignadas por la mencionada Ley. 

El día 10 de mayo de 2005 el por entonces gobernador Felipe Solá firmó el Decreto 
949/05 por el cual se aprobó la estructura orgánica funcional, en su apertura de primer 
hivel,'del Servicio Penitenciario Bonaerense; en correspondencia con la Ley 13.189 que 
declaró el estado de emergencia del mismo -situación que comprendía los, aspectos 
organizativos, funcionales, operativos y laborales de esa Institución-; y los Decretos N° 
732/04 y 2480/04. 

Él día 21 de octubre de ese mismo año se dictó el Decreto 2476/05, por medio del cual se 
'declaró en emergencia, por el término de 12 meses, las obras de construcción y/o 
refacción de las dependencias de las Policías de la Provincia de Buenos Aires que ' 
alojaran ciétenidos, conforme lo previsto por la Ley 11340, para su adecuación 
habilitacional y de seguridad antisiniestral. 

por su artículo 2°, esta norma facultó al Ministro Secretario en el Departamento de 
$egui-idad á encuadrar y gestionar las compras y contrataciones -inclusive las que se 
pncontraban en trámite- destinadas "a superar la situación de emergencia", de acuerdo 
pon lás previsiones del artículo 3° de la Ley 11340. 

En los fundamentos de este decreto se expresaba que, la situación que motiyara la 
eleclairáción del estado de emergencia mediante la Ley 13188 no había sido totalmente 

auperada, circunstancia por la cual se consideraba "prioritario e impostergable dotar a los 
Palabbzos policiales de las medidas mínimas adecuadas a la habitabilidad en un contexto 
efectivo de seguridad e higiene, con claro respeto a las garantías constitucionales de las 
personas que transitoriamente se encuentran allí alojadas". Argumentándose además 

' etue,'.1én orden a ello, devenía pertinente declarar en el marco de lo previsto en el `artículo , 
1° deé la Ley 11340 la emergencia para la construcción y/o refacción de las, unidades 
policiales en que están alojadas personas privadas de su libertad, con la finalidad' de in 	,. 
adéguarlas habitacionalmente y de acuerdo a normas de seguridad antisiniestrales. 

1111 	 • 1-• 	 , r, 
Él 25 de octubre de ese mismo año fue dictado el Decreto 2491/05, por medio del cual fue 
dectáráH;io„én emergencia, por el término de 12 mesels„ láS obras de constrIcióin 
réfa 
(In 	 r 	i • 

cción de las unidades y dependencias carcelarias,' conforme lo previsto ,por lá 14,  
1,11340"Pará su adecuación habitacional y de seguridad antisiniestral; facultándóSe Pone' 
artículo rfr 'al Ministro Secretario en el Departamento dáJusticia "a enáuadrar,y géationar 
las cornikás y contrataciones —inclusive las que se encuéntren en trámite— destinadas ta , ti. 	• 	 J 
superar. la situación de emergencia declarada". 

E 	3' 
- 	• , 	• c 

El 9 de enero de 2006 fue promulgada la Ley 13417. que declaró el "estado de emergen
h

cia 
lie' Servicio, Penitenciario Bonaerense y de la ,Dirección 'General de.  Salud Penitenciaria, 
OrganoS dependientes del Ministerio de Justicia de, la Provincia de Buenos Aireá,, por 'el 
términb de 9 meses; y autorizando al Poder Ejecutivo a extender por 6 meses adicional 	, 
Su vigéncia. Dicha emergencia comprendía los aspectos organizativos, funcionales, 
ti 	., 	- 	í 
operativos y laborales de las citadas dependencias. 	, 

: ir' 	1 	 4 
,abe .consignar que los objetivos de esta norma,, establecidos en sq artículo 2°, son 

1 
xactamente los mismos determinados en la Ley 13189 dos años antes, con él' únibO 

. 	,,, 	! 	•, 	: 	. 
aditamento : normativo de haber incluido también a I? Direccion General de* Salud 

	

4Peniteridária eh él marco de la emergencia declarada. ' • 	' 	 II 
, I 	tí 	4 	fr. 	. 	.  í 

. tx 	•I c 	' 	, I P i ' 	 o' • 	, 	o 	
o. 	1 	lit 	• ' 	1 sji 

ye apuerdo. por lo establecido en el artículo 10° de esta 'Ley, él Poder Ejecutivo rprnitir,i9 
i  I3imeStrairriente a la Legislatura un informe conteniéndo el detalle de las rnedidás ,, 	• • 	• 	,, 	, 	• 	 i 

adoptadas de conformidad con las facultades asignadas. 	 . 	• 	1 
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Al fundamentar la Ley 13417, el Poder Ejecutivo expresaba que a pesar de la situación de 
emergencia anteriormente declarada respecto al Servicio Penitenciario y de la mejora en 
la mima, "dada la complejidad y el tiempo que requiere el afianzamiento de las nuevas 
políticas adoptadas", se solicitó la prórroga de la emergencia. Asimismo se hacía mención 
a que las disposiciones adoptadas se encontraban en plena ejecución a fin de subsanar 
Situaciones como las reflejadas en el fallo de la Corte Suprema dé la Nación "Recurso de 
hecho deducido por el Centro de Estudios Legales y Sociales en la causa Verbitsky, 
Horacio s/ habeas corpus", por lo que resultaba imperativa la sanción de una nueva ley de 
emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense. 

Mediante el Decreto 440/06 de fecha 14 de marzo de 2006, se delegó en el Ministerio de 
; Seguridad la ejecución de obras cuyo presupuesto oficial ascendía a la suma de $ 
13.454.000, las cuales no habían sido incorporadas en el listado del Decreto 2476/05. 

El 1$ de julio de 2006, mediante el Decreto 1679/06, el Poder Ejecutivo extendió por otros 
6 meses la vigencia del Estado de Emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense y de 
la Dirección General de Salud Penitenciaria, a partir del .día 19 de julio del año 2006, , 
fecha:  de vencimiento del plazo consignado en la Ley 13417, 
i 
1 
al día 5 de octubre de ese mismo año, el Gobernador Felipe Sola firmó el Decreto 
2632/06 por el cual se prorrogó la vigencia del en todos sus alcances y por el térrriino.  de 
12 meses ,a partir de su vencimiento, el período de excepción fijado por el Decreto 
2476/05 que declaró en emergencia las obras de construcción y/o refacción de las 
dependencias de las Policías de la Provincia de Buenos Aires que alojaran detenidos. ' 	li 

4: 
El día 21 de mayo de 2007 fue promulgada la Ley 13677, por medio de la cual se declaró 
nuevamente a partir del día 20 de enero de ese mismo año, el estado de emergencia del 

4eniició Penitenciario Bonaerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, 
I I 	1 	t organos dependientes del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, 'por el 

télmino, de 6 meses, autorizándose al Poder Ejecutivo a extender por, 6, Meses 
ádicíonales su vigencia. 	 ¿ , 	1, TI  -91,i - 9 	 , ( 

	

191 3 7' 	ti .I6 
Tal corrio expresáramos anteriormente con respecto a lajLey 13417, en cuanto a i sus 
objetivds, la Ley 13677 reitera en todos sus términos los 'mismos, expresados en ambos .0. 

casos én el artículo 2° de ambas normas. Los fundamentos de las mismas securrenA  a 
Ochos , Similares al referirse a la necesidad de dontinuat las "acciones en ejébución' 
encaMinadas a la "transformación institucional". 	1 •  , 	i 	li 

1 	• 	i 	 ; 	1  -. 	 . 	. ..1  .. 
1 1̀  •16 , 	

, 
. 

El Poder Ejecutivo dictó con fecha  5 de julio de 2007 él IDecreto 1299/07, a efectos de 

11 

extender por 6 meses la vigencia del estado de emergenbia del Servicio y la Dirección 
Idenerái anteriormente mencionados, a partir del día-,2Q de julio de 2007, fecha,,de 

4 
r  laciúci.daddel plazo consignado en la Ley 13677. .  

,<1 1, i - 1 ' 	. 	 , 	 . 	 • 
El día '119 eje octubre de 2007 se dicta el Decreto 2764/07 por el,cúal 4 dispone prorrogas 

i POr'el,térrdino de 180 días contados a partir de su vencimiento, 'el 'plazo de la emergencia 
de la é 'labias de Construcción y/o refacción de las dependenciaS de las Policías dé''Ial  
Hrovindia de Buenos Aires que alojen detenidos, dispuesto por el artículo 1° del Decreto i 	:.. 

ct 	2476/05, qué fuera oportunamente prorrogado por su similar N°2632/06. 
 

. 	. 	. 

Con fecha 21 de enero de 2008 fue promulgada la Ley 13800 que estableció la prórroga a 
l• 	: partir dél 20.de enero de 2008 de la vigencia de la Ley 13.677 que había declatado el 

1 
 

'estado de emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense y de la Dirección General de 
'Salud Penitenciaria, por el término de 6 meses, autorizando al Poder Ejecutivo —tal como 
tiabía sido: dispuesto por la anterior ley- a extender por 6 meses adicionales su vigencia. 
Los fúñdainentos que acompañaron el proyecto bromplgado por el gobernador :Daniel 

I§cioli Iblo,comprendían seis líneas de texto en los que se limitaba a decir que "visto el 
linminente vencimiento de la Ley 13.677 resulta necesario proceder a su prórroga". ' 
ili, 	( • • 
il 	, 	I 	

i 	 s 
I' 1  1 	' H 
, • 	11 ,: • 	ii: fr-  

1 	- 

) 	' ri 	
• 	O 

• 
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Asimiámo,y por él artículo 2° de la Ley 13800 se dispuso declarar en emergencia físico- 1  
füncional pbr el iérmino de 12 meses la infraestructura ediliciaidel Servicio Penitenciario 
de la Provincia de Buenos Aires; estableciéndose además que los Ministerios de Justicia, 

I bé Infraestructura y de' Economía adoptarían las medidas necesarias para superar de 
inmediato el estado de emergencia y establecerían las normas de excepción tendientes a 

iial fin (artículo 46). 

A través del artibulo 6° se creaba una Comisión de Monitoreo y Seguimiento con el objeto 
de garantizar qiie la normativa sea aplicada en forma transparente, que estará integrada 
Por un representante del Ministerio de Justicia, uno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires y uno de la Procuración General de la Suprema Corte de 
!Justicia de la Provincia de Buenos Aires, la cual sería coordinada por el Ministro de 
!Justicia. 

be igóal forma y por medio del artículo 7° se disponía la creación de una Comisión 
bicameral de carácter consultivo en el ámbito de la Honorable Legislatura de la Provincia 
Ele Buénos Aires que estaría integrada por 6 diputados y 6 senadores "designados por los 
presidentes de las respectivas Cámaras, debiendo contemplarse la participación de las 
Minorías". La Comisión Bicameral debía ser informada por el Ministerio de Justicia y 
practicarla las observaciones, propuestas y recomendaciones que estimara pertinentes 
'respecto cid los procedimientos, obras y acciones que se encararen en función 'de las 

• 
previsiones de la Ley. 

6. 	
, 

on la firma del gobernador Daniel Scioli, el día 7 de julio d , 
, 

e 2008 fue dictado el Decreto 
, 

-31362/98 por el cual se extendió por 6 meses la vigencia del estado de emergencia del 
bervicio Penitenciario Bonaerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, , 
dispuestos por la Ley 13800. Al igual que ocurrió con las otras disposiciones de 'carácter 
similar, a única explicación a la nueva prórroga fue que subsistían las causales que i 

1-notiVaron la declaración de emergencia. 
1 	. , 	r ,1 -,• 	• 

El día 10 .de marzo de 2009 fue promulgada la Ley 13972, en cuyo artículo . 1° .le 
estableció prorrogar "a partir del 20 de enero de 2009 la vigencia de la Ley1 3,07 ecitie 
declara el estado de emergencia del Servicio Penitenciario, Bonaerense y de il,Dirécción 
f.. 
General dé Salud .Penitenciaria, órganos dependientes del Ministerio de Jupticiai  de, la 

ovincia de BuenSs aires, por el término de seis (6) Meses; y autorízalé“ál :Poder n• . 	1 	 re.. "I a 
ocutivo a extender por seis (6) meses adicionales su' videncia". Como se pridn'épin.;,e,1 

párráfb anterior, -se' reiteró la citada escueta argumentacia para éxtender la arlffillá II- , 	 , 	• 1 §itúabión.. 	1 ,  i 1- 
, 

1 , 
	 • t , , • i  	• 	, 

Ante la prioximidad de la caducidad del plazo consigpado ,,en el Artículo 1° de 'la Lex 
13.02 para la extensión de la situación de emergencia, el 'cual expiraba el ' día 20 de 
d'idde 2009, el Poder Ejecutivo dictó el 7 de julio de 2909 eitiecreto 1080/09 por el bk.4 ,, 	• 	t. 	 ;1 
e r 	brórrogó por, otros 6 meses la situación de emergencia en las dependencia.á 
ni. 

	

	 •. 	 , 	 e . 
enbionadas antériórmente y sobre la base de los mismo 's fuhdamentos esgrimidos

„,
n e 

os cásoá anteriore1.1 	 . , 
Il; 	.„ , 	4-1 	,, 	: , 	 ,, • - , I l 

s decir due hasta el 20 de enero de 2010 ha regido oficialmente el estado de emergencia 
del S4rviói6 PenitOciario Bonaerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, el  
punque nada asegura que no existirán nueva prórrogas al mismo ya que, como ocurrió el 
p:aaa0 añO conlla ILey 13972, se estableció una continuidad de dicha situación con 
barádOr rétroactiú1o;. Ya que esta norma publicada en el boletín” I  Óficial N° 26.095 el.120i.de  , • 	

„ , de: 
, ,• 	 • 	, , 	 1 

itiar±o 	2009 pdrrogo a partir del 20 de enero de ese mismo año la vigencia deja 
WeclarliCióri de enieIrgencia. 	 • 	• l• 	 'ti I, • 

t 	• 
1 	1  ' 	' 	 • ' I ' 

I 

I_ 	

, 
L.• 

a situación care 	
1 

elaria 
w 
,4. t  
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,c.7{cia.5tchr dé" cjesences arar ' 	 1 

I 

r 

mayor cantidad de internos del país, encontrándose en el área de mayor concentraCión I 	i 
poblacional, alojando un creciente número de internos entre condenados y procesados. 
Según la propia Institución, la infraestructura del mismo y su número de agentes, no ' 
responden adecuadamente a los requerimientos de los integrantes de la población ' 
Carcelaria teniendo en cuenta su cantidad y los distintos perfiles, fundamentalmente en el ' 
área del Conurbano' Bonaerense al cual pertenece el mayor porcentaje de los internos 
alojados. 
1 	

I 

! 
. De acuerdo con'  el 'artículo 18° de la Constitución Nacional y el artículo 30° de la 
Constituciód de la Provincia, al Estado le cabe la función de asegurar que los 
'establecimientos penitenciarios constituyan centros de trabajo y moralización. 
I 
i 
El Servicio Penitenciario Bonaerense es una institución cuya misión es constituir una 
fuerza de seguridad que contribuya al mantenimiento del orden público y colabore con la 
obtención del la paz social. Actúa como auxiliar de la administración de Justicia y depende 
S del Ministerio de Justicia, a través de la Subsecretaría de Política Penitenciaria y 
Rehabilitación Social. 
I 
l_a Le' 12256 de Ejecución Penal Bonaerense, sancionada en 1999, define como sus 
ámbitos y órganos de aplicación: "la asistencia de los procesados y el tratamiento y/o 
asistencia de los condenados a penas privativas o restrictivas de la libertad y/u otras 
:medidas de seguridad, de tratamiento o de otro tipo, dispuestas por autoridad judicial 
.:ompétente, 	como 	así 	la 	actividad 	y 	orientación 	penitenciaria". 
1 i 	

4 

	

á 	 . 

egun información; del Sistema Nacional de Estadísticas 
(SNEÉP), entre 1697 y 2006 la población carcelaria total en 
130%:rde 29.690 detenidos pasó a 54.000. Los datos citados i la situación de las, personas detenidas en dependencias policiales 
peguridad. En la actualidad, más del 10% de las personas 
se encuentra en esa situación 
1 

	
. 

	

, 	 • 

Desde mediados de lá década del noventa, se produjo én la 

f
lotable incremento de la población carcelaria. En 1997 había 
dependencias policiales. Entre 1994 y 2005 la cantidad de 
triplicó. 	. . 
li 	• 	 ,; 
..• . 	• 

llplYir del 2006 se.b.  a registrado una disminución de las pelsonas 

	

lo 	liatPérrhitido descomprimir 

	

I 	: 	 •,,:: 	• 	' 	,i 

sobre Ejecución de la Pena 
el país había crecido más del 
del SNEEP no conternplaban 

o de otras, fuerzas de 
encarceladas en nruotb país 

,  
, 

1 	fl.¿1 	1 	i 
provinciá dé Bueno l Aires un 

2.765 personas atójádas en 1I 
personás detenic14 casi dé 1 	..” 

• 

détenidad.en crárcele 
la eidrema &T./edad del 

privadds de 	la' libertad :éri 
que 	las 	alójadas ,,éri 

esas cantidades;hábl911 
Para el 'Vaso de!lás , 	 -, 	. 	, 	ii 

comisarías. Es decir que :aún 
de 'la lás unidades pánales' a  

domisárías. 
i 

la situación de las personas 
establecimientos carcélarios. 

estar sometidos a inhürninas 
alertándo sobre la gráve 

erradas 	políticas 	carcelarias 

i 

i 
1 

1 

1 

. 

Ilrlip,áís, 	que 	 —en cierta medida— 
Prbilema. 	En ni/Ostra provincia, la cantidad de perdonasd  
preeles 	había hegado en 	el 	año 2005 a 24.686, 	mientras 
jependenbias policiales ascendían a 6.036. Dos años ,después 
l'écr'écido a 24.268,y 2.782 respectivamente; cifra no muy'diferente 
fiarceles y notonomente menor en cuanto a los detenidos en 
Wxisfe un alto nivel de sobrepoblación y hacinamiento en 
'rovincia de BueridS Aires, situación que también afecta a las I.) 
4: 

l gobierno provineial tiene la 	responsabilidad absoluta sobre 
privadas de la libertad que se encuentran alojadas en los 
Os internos, puestos bajo la tutela del Estado, no pueden 
condiciones, sin 

1
embargo desde hace años se ha Venido 

situación de los i detenidos como consecuencia de las 
levadas a cabo por las autoridades de gobierno. 

	

i.: 	h . 
De aCuérdó con ái:Iniorrrie del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) denominado 

ri

La SituaOikon carcllaria: una deuda de nuestra democracia", el vertiginoso aumento'cle la 
tobiá:Ciólik earcelaitia 'no es un fenómeno espontáneo, pues no se relaciona solamente con 
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Política Penitenciaria .y Readaptación Social del Ministerio de Justicia, tiene a su cargó la 

I 	r 	I 	I 
, 	 . 

Subsecretaría' de' El Servicio 	Penitenciario Bonaerense, organismo dependiente del la 



• 

I 
• 

, I 

I 
pegún informes del CELS, en base a datos del Servicio Penitenciario Bonaerense - 	, I 

. Ministerio de Seguridad- y el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la tasa de • 
pncarcelamiento en 1994 era de 95 personas cada 100.000 habitantes. En el año 2000 
era de 149; en 2001 de 163, en 2002 de 180, en 2003 de 195, en 2004 de 209, en 2005 
he 210 y en 2006 de 190. La tasa en el año 2007 registró nuevamente un descenso, y era 

' e 181 personas cada 100.000 habitantes..  1 

r 	 .  
r 	, 	. , ' ' 
poincidimos con el Centro e Estudios Legales y Sociales alí afirmar que: "el colapso del 

, sistema penitenciario es fruto de decisiones políticas que privilegiaron el recurso al 
sistema penal como herramienta para resolver conflictos sociales. En este sentido 
lesultan particularmente relevantes las reformas de las leyes procesales teridientes a 
'generalizar el uso:de la prisión preventiva. El endurecimiehte de la legislación penal y 
procesal Penal ha :sido la respuesta recurrente de las autoridades del Estado.Wente ala 
ilembnda de mayor' seguridad ciudadana. 	

Á • 	't 
.s• 	,i t 	1 1 	 i if i 	I 

tIt 	
i 

Tradicionalmente, las reformas legislativas de este tipo fueron acompañadas por una ' 	I 

respuesta judicial que convalidó las decisiones de endurecimiento.  del sisterriái:':EriláSle , • I,  
r - 

sentido, el Poder Judicial Iha sido determinante para , el :incremento del nív,ete.j de I 	I 	• ,, 	. 
2risioniiación en, nuestro país. Las estadísticas judiciáles Muestran que en1Jos úl-firhóll 	

. 	• 
: •  

zipos aumentó er húmero de condenas penales por mayor tiempo y gue éstas son capil !. 
,. 

(fez Más de cumplimiento efectivo y menos de ejecución -condicional. En 1998, s'e 
registraron 4.311 sentencias condenatorias en la provincia, mientras que en 2006 fueron ' 
13.249. , 	 , 4 ! 	1. 	 , 

1 	 I . 	E 	• 1 	I 	1 _ 

La prisión preventiva sigue siendo la respuesta más usual del poder penal.. En', el año 	• 
Cl06, el 63.% del total de las personas privadas de su libertad no tenía condena firme.' En 

a tvincie de Buenos Aires este porcentaje se eleva' hasta un índice abrumador, aun 
duende: se observe una tendencia descendente. bel acuerdo con datos del Servicio 1 I 1 lenitericierio Bornaerense y de la Superintendencia de Coordinación General ,del 

11  Minilterio1de Seguridad, a pesar de la reducción de la cantidad de presos preventivos 
i registrada aipartif del año 2005, en 2007 el 73% de la población penitenciaria bonaerense 

lbs

staibelupsroogsesmaideántsrains  condenaqueel12fivrmree,sltaanctueadl 
de los 

hparbivíaadsoisdodeesltaabliblIrtidaád  para elloradea  • 

eh • , 	• 
personas inimputables con medidas de seguridad, controladas por Monitoreo,electrónico y 
con elqjamiento tr'ansitorio. 	 ' - 

in. 	. 	, 	, 	 . 
A cornienz'os de esta década era evidente el problema ocasionado por el grado de , 	, 	 , 	1 I 

luperpoblación cárcelaria, ya que se superaba la capacidad real de alojanniento de la 
fraeltructura edilicia y de servicios de las Unidades y eStablecimientos que alojaban. 	1  
I 

	

	 • 	' 	
i 

r.  
I 	 1 	1 	1 	 I 1 	 1 	,11 	. 	

9 ' 	1 	 I ' i •' 	IV 	I 
.4 	 1 t 	 ' 5 	•  

I 

V, 
'aumentó él 37%. ' .w , 	 . 	 I 	O 

II,. 
I 	• 	 1 	 t 
Por su parte, en la Pr'ovincia de Buenos Aires la tasa de delitos' cada 100.000 habitantes,' 	si 

• desde 1990 hasta 2006, aumentó el 34%, pasando de 1.205' 'a 1.612. Según datos del 
Sistema Nacional de Información Criminal (SINC) de la Dirección Nacional de Política . 	 ,  Criminal, dependiente de la Secretaría de Política Criminal y Asuntos Penitenciarios 7 	4  

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos-, también en la provincia de Buenos Aires 	I 1 

registró una disminución de la tasa de hechos delictivos: en 1999 la tasa fue de 2.223, en 	11 

y en 2005 de 1.633. 
; 	

I 	11  

2000 de 2.124, en 2001 de 2.121, en 2002 de 2.523, en 2003 de 2.278, en 2004 de 2.044 

i 
Si bien estos últimos datos mostrarían, en los períodos referenciados, un crecimiento 
'considerable de la criminalidad en nuestro país, esta evolución no guarda proporción con 
él incremento exponencial de la población carcelaria de la provincia de Buenos Aires.. El 
Eitmo' de aymento de la tasa de encarcelamiento en la provincia fue mucho Más • 
acelerado: éntre los años 1994 y 2006, con un incremento del 100%. 
11  

1721noral":4 Ca5iftoriz c.4», tezdar 

Orrifirút de2; c•5769104, c3res• 

un aumento demográfico ni con un incremento de la crirninalidad. En el perbdo 19977 
2006 la tasa de hechos delictuosos cada 100.000 habitantes, en la totalidad del país, 

1 
It 

II 
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nternos -los cuales se encontraban en deficiente estado-, circunstancias que deterioran 1 	r 

notablemente razonables niveles de seguridad. 

kquella situación descripta tendía a agravarse por la entrada en vigencia de la Ley que , • 
derogaría el denominado sistema del "dos por uno", y por haber disminuido notablemente í 	1  
a edad delictiva eh las últimas décadas, producto de distintos fenómenos sociales, tales 

como --entre otros- la deserción escolar, desocupación, marginalidad, drogadicción y 	. 
besintegración farniliar. Todos estos factores, a su vez, fueron provocando un incremento e 
en la peligrosidad en los comportamientos delictivos. 
1 
¡El problema se agravaba por el gran número de detenidos a disposición de Juez 
competente que se encontraban alojados en dependencias policiales, circunstancia que 
'afectaba también la función de la propia Institución policial, que debía abocarse al cuidado 
4  e los mismos resintiendo su misión específica. 1:1 

e, 

1 

• 

picha.D 	situación no escapaba tampoco al conocimiento de los Magistrados de los 
diferentes Departamentos Judiciales de la Provincia, que lo plasmaron en diversos fallos, 
ordenando revertir tal conflictiva realidad y, en algún caso, la inmediata construcción de 
?1/41caidías. 

i 
t 	• 
eksimismo, y como consecuencia de las modificaciones introducidas al Código de 
Procedimiento Penal, más específicamente con respecto al régimen de excarcelación„ las 

t
acultades otorgadas a las fuerzas de seguridad, y la mayor actividad delictiva, se había 

increrrientado en más de un 35% la población carcelaria. 

4
Durante la gestión del gobernador Ruckauf, así como de los que le siguieron en el 
rjercicio del Poder Ejecutivo, se anunció reiteradamente que se daría solución al 
Problema de alojamiento de detenidos con la ejecución de obras de construcción de 
huevas cárceles de máxima seguridad y de alcaidías. ConSideraban necesarias núeval y 
adecuadas infraestructuras para lograr aquellos cometidos. I/ 

1 

	

Ira 'dé suponer inicialmente que todas aquellas decláracion¿s de emergencia estaban 	• 

1 

	

liestinadas a la 'adopción de medidas conducentes a una fápida normalización de la 	' ,. 	 • i 
situación mediante la solución expleditiva de los problemas fividenciados. Los plazos de 
seis meses establecidos originalmente para dichos períódos de excepción —con una 
bgsible ampliación por igual período de tiempo-, daban pie a tales suposiciones. Sin e e 	, 
embar'90, mediante leyes y decretos se fueron ampliandojas 'emergencias en áquellós 

k .  
ir. 	r 

ue durante la administración del primero de Íos -norhgrádos que, tomarldo:  Cogil'ó i 	' 
. 	. 	 J 

i - 	- 	 -•s I  
i' t 
argumento la crisis económico-financiera que vivía el país 'con el inicio del nuévo siglo?  y 	1 
que según el Poder Ejecutivo afectaba los planes de ejedución de obras públicas, qúé sé, i 
4 

l

planteó la adopción de medidas de excepción para enfrentar aquel problema. Se suponía . 
que este tipo de acciones serviría para paliar y revertir urgentemente el ',estado •de 
iéterioro en que se encontraban los establecimientos cárcelarios de la Provincia, e• 

Nornias de carácter excepcional, tales como , las1  establecidas a traVés de las 
' I 4 - 	e 
declaraciones de estado de emergencia del Sistema Penitenciario Bonaerene, que se 

i; li 	g 

pomenzaron a iniplementar desde mediados del año 2001, tenían como, objetivo -de 
bcuerdo con las declaraciones de los miembros del gobierno-, la construcción de diversos 
establecimientos 

1 
 carcelarios en todo el ámbito de la Provincia, cuya boncreeión,p1rmitiría 

1.1cuíSerar la Capalóidad de recepción de detenidos 
I 	

id& entonces colmada; 

il 	
• 1 	 e 	 i  

	

,, I 
	r - :: 

. i• 4  , . 	• 
e 	t  

Las declaraciones de emergencia físico funcional del Sistema Penitenciario Bonaerense, e 
ncorporaron luego en igual situación a la Dirección General de Salud penitenciaria, 
órganos dependientes del Ministerio de Justicia. También.fuéron declaradad, en similar' • ' 
estado de excepción las Policías de la Provincia de Buenos, además de las dependencias ' e 	• 	 .  
goelietolsesesctoanbiaelcoija lento de detenidos, así como las obras de construcción y/o refacción i  

'pimientos. 	 ' '  

li; 
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continuidad hasta el presente a una situación de anormalidad difícil de 
I 

lás normas que fueron convalidando las mencionadas declaraciones de 
a,' el Poder Ejecutivo afirmaba la necesidad 	que "el Servicio Penitenciario 

la Dirección General de Salud Penitenciaria cuénten con los instrumentos 
para el logro de sus funciones fundamentales: contribuir al orden público, t i 

con la obtención de la paz social y preservar la salud de los distintos actores dell 

del 2006 se argumentaba que "la situación de superpoblación carcelaria, 
directa del incremento geométrico en la tasa de encarcelamiento que ha 

, 

, 	j 

1 
I 

, 
' 

, 

Y 
t  
1 

'I 	• , 

; 

'experimentado la Provincia en los últimos años, situación agravada por el estado de I 
Incertidumbre que padece alrededor del 75% de la población carcelaria -procesados sin 
bentencia firme-, ha generado un cuadro crítico que se refleja en problemas estructurales 

funcionales del organismo y en un cierto grado de ineficiencia en su misión cardinal, 
*pctualmente en vías de ser superado a través de la labor llevada a cabo desde el inicio de 
la intervención". 

eitmensaje que acompañaba el proyecto que dio lugar a la Ley 13677 en el año 2097, 
*se expresaba que: "encontrándose en plena etapa de transformación institucional ambos I  • 
organismos, con acciones en plena ejecución es necesario declarar nuevamente el estado 	I 
de ernergencia de ambas agencias". 
1 	') 

4as condiciones de superpoblación, hacinamiento I  y vejaciones, dieron lugar al 
'pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia en el Caso Verbitsky, y la sospecha 
Sobre los informes emitidos para morigerar las condiciones de detención de lØ , 	 I 
procesados y condenados. 

••.• 
A pegar de la continuidad del estado de emergencia en el Servicio Penitenciario • 
Ponaerense, durante los últimos años han ocurrido hech"Ol sumamente lamentables ,que ' 
han Puesto en evidencia fallas en dicho sistema. Entre dos debemos recordar la trágica t • 
Huette de 32 internos en la Unidad Penal N° 28 de Maddá!lena el día 16 de octubré de1 
-2'005/luego 'de una revuelta en uno de los pabellones. La Causa habría sido el malestar 
Ve los internos por el hacinamiento, la falta de comida ,y, el trato de los guardiaS);que 
Veriip, en un incendio y la muerte por asfixia. Un funcionario' judicial deriuncio' titulé-11;5s 
borribéros nunca entraron al lugar, que no había agua e,n as bombas contra in"Cdndio,,qüe 
lbs matafuegos no funcionaban, y que los sobreviviednteS fueroñ rescatados porld'S 'Orésós 	' 

p 	lj¡ del pabellón de al lado. Hacía 15 años que no ocurría un hecho de esas proporciones. 
IP, 

- 	;1 	1 1,11 
En el mes de abril de 2007, la Jueza de Ejecución de La Plata ordenó la clausura parcial 
be dicha Unidad Penal, la realización de reformas edilicias, la reducción en 300 del p, 
n'ümero de reclusos y el mejoramiento de las condidiones sanitarias y de alimentación. La , nr • 	• 
capacidad original era de 624 presos, pero había 936 camas y 800 internos. 	

. 	,1 1  
1
' 	h 	 r 	'>) 
Ante la gravedad de los hechos, el día 17 de octubre de 2005 la Suprema Corte.  de , , 
Justicia de !a Provincia había solicitado al Poder 'Ejecutivo -Según ResolucionN, • :,1 
2187i05- un._infoltne sobre la situación carcelaria, el 'cual fue remitido al día siguiente, 
Debido a le insuficiencia de los datos recibidos, le fue requerido el ,día 23 dé'ese mismo V 
rrieS'al 41:11Die.rno una ampliación del mismo, originando' como reacCión del PE el dictádo ' 
tibs Oías, Mal tarde del Decreto 2491/05, por el cual Se procedió a deOlara flambién • .éh p. 
emergencia por el término de un año,, las obras de constrUcciónby/o refacción de las ; 	• 	I 
ridades' y dependencias carcelarias, "a efectos de lograr, la'adecuacióni  habitacional:y 
seguriClad antisiniestros". 

.• 	 • 	jf 
11.  

En el expediente 21200-8759/05 -que dio lugar a dicha norma- se hacía mención alas ,1 , 1 
eficienciaS edilicias y funcionales de las unidades penitenciarias. Ese ]decrelol  otorgaba 

asimismo amplios poderes al Ministro de Justicia para encuadrar y gestionar, tanto las 

^ !ad 

11 
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."..ompias cómo las contrataciones con el objeto de superarx  la emergencia declarada: ,", 
ndudablemente, se trataba de cubrir las incompetencias del Poder Ejecutivo para dotar a l' 
as cárceles de las condiciones de habitabilidad, de acuerdo a lo requerido por las ! , 
garantías constitucionales de las personas alojadas en las mismas. 	 l• 	, 	' 

II 

	

; 	1 

	

r 	. 	li 
De acuerdo' con un informe del Comité contra la Tortura de la Comisión de la Memoria„ t I; 
entregado el 5 de agosto de 2009 al plenario de la Suprema Corte de la Provincia de ' 
Buenos Aires y al Ministro de Justicia, Ricardo Casal, se denunció que "la tortura continúa 
Siendo 	, una 	práctica ' generalizada 	en 	las 	cárceles 	provinciales". ' 

11 	 s 	
I 

Él paso 131  de diciembre de 2009, cuatro personas detenidas murieron y más de una , 
'decena resultaron heridas, tras un motín e incendio en la comisaría de la localidad .1  

3 : 
bonaerense. de Lomas del Mirador, partido de La Matanza. Posteriormente se denunció 'I 
que la Comisaría 2da alojaba a 18 personas en sus instalaciones cuando sólo podía t  

	

: albergar a 10, y que la mayor parte de las comisarías de la Provincia estaban 	11 
, 
r 

superpobladas. 
 

1 	
. 	 • "ii,,  

i 
Desdé que comenzó la'gestión del gobernador Daniel Scioli, la cantidad de detenidos en 
bomisarías creció un 20%, pasando de 2.700 detenidos a casi 3.500. Ello, a pesar de la 1 . 
existencia de un fallo judicial que prohibe alojar personas en comisarías. De igual forma, .1 

l
uego de los trágicos hechos ocurridos en el Penal de Magdalena, la Justicia ordenó una 
serie de medidas para evitar ese tipo de sucesos, sin que al, parecer se hayan concretado. ' I 
r 	 . 	 • • 

	

l endurecimiento de las excarcelaciones, la iniciativa respecto a la baja de la edad ,Ile 4 	i 

	

1 	1 	¡ 

I 

 

	

mputabilidad y la presentación de un nuevo código de faltas donde se csriminaliz.  a, 	

• 
p
obreza; han sido ejemplos de una política de mano dura tendiente ,a incrementar ,e3 i 

encaréelamiénto -sin mejorar las condiciones de detención1  ni. el funcionamiento de :1".  
r olicíp-, llevada a cabo por el actual gobernador y sus ministros. 

. 	: 

I• 1 	
• 	• 	

a 

3 . .) ,t.i 	l ' 
- 

	i lo 

A los
'  
' hechos mencionados se han sumado muchos otros que denotaron groseras fallas li ' 

	

,• 1 	 4 
pn la, gestión del Servicio Penitenciario Bonaerense, tales corno el sistema de ~toreo 	i t 
de las tobilleras y pulseras de los detenidos con prisión domiciliaria. Todos estos sucesos • 
han servido'para demostrar la persistencia de situaciones ,que no $e hubieran,1,.p;zr,o;:lue,ld.  o 
'de haberse adoptado las medidas que, supuestamente, iban a
m 	

'tomarse en el riiárco'bel lás 

i 

emergencias. . 

.., • 	
i 

	

i 	 • 	• 	I , 	
, 

lli I. 	I,  
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Alcances dé las declaraciones 	 •1 

	

, 	I 	1 	, 
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.4 	Ir  .• 	I. 	 I 1.1  
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,d 1 
i 4 	i 	. i 

tro e lo$' aspectos importantes a considerar respecto a los estados de emergencias
il
l 

I 

deplár
4ados,piene que Ver con las excepciones que se aplican para'itodas, lás aCción4S 	, 

beSariolladas én el marco de esas situaciones. En ese' léntidolOabe kneríOidnjr • lal ' 1  4 

3 
1:iguientes. 
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:Las norma s dictadas declarando el estado de emergencia, del Servicio Penitenciar»! 1 	• 
1 13onaerensá s—situación que luego también involucró a la' Dirección Generál detSaia  

!penitenciaría»  expresaban que el mismo comprendía ' los' aspectos ordanizatisiás,' 	1 i 

funcinales; operativos y laborales, persiguiendo domo objetio principal: transformar lá ,! . 
estruCtura de ambos órganos dependientes del Ministerio de „Justicia de la Provincia de ' , t! 
buenos AirPS, creando, modificando, éxtinguiendo o suprirtniendo total o parcialmen-td 	' 
funciónes:ásignando o reasignando las mismas en los términos que se determinen, á firi , 

, be dotarla de eficiencia, para atender sus misiones fundamentales. 	 ,/ 4  

' 	I 	 . 	
• 	1 

Asimismoirla emergencia'autorizaba a reasignar funcidnes y destinos a todo el personal ' : r 
fle las mencionadas dependencias y reglamentar sus obligaciones, poner en , '• 1 	I  

' disporlibilidád simple, jubilar o pasar a retiro y declarar la prescindibilidad del personal.  
, 	• 	 • 1. 	• 

, •I •
1 411  il 
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' I 	1 	4 t 4 	, ,I 

in,  embargod las declaraciones mencionadas precedentemente incluían entre los Ii 
I bbjetivos a 'lograr: "Optirhizar los recursos humanos y materiales, y los servidios que .; I 
, r  restan" (artículo 2° inciso b) reiterado en las Leyes 13189, 1.3417 y 13677); aspectos que 

1podrían derivar en compras de equipamientos y adecuaciones en las instalaciones y en .1  
os servicios; para , lo • cual serían necesarias adquisiciones de elementos y/o 

p
ntratacioriest 

 

1 
, 

h
igunos casos, entre ellos: "Cuando lo trabajos de urgencia reconocida o circunstanci

Si
as 

1 	
1 

: 	
. 	• 	

' 	ii. 
é  

i .1 ' 

mpre‘iistas demandaren una inmediáta ejecución". 4
,  

3 

	
, 

e ti al forma, a través del Decreto 2024/01 se modificó el artículo 5° del anterior, lo  •i,t 
aclarándose que "las obras que deben llevarse a cabo como consecuencia de 1411 
prnergenciá se enmarcan en las prescripciones del artículo 9° inciso d) de la rLey,,Ail¡l; ; 
Obras Públicas 6.021 (texto según Ley 12.504), debiendo convocarse al efecto un 'mínirnO li 
Je diéz (10) empresas de reconocida capacidad técnicesi-financiera, variándose las firrnáls i 	 , 	1  f I I 
nvitadps en las diferentes compulsas". L 

, 	
,,, 	 , 	.. 	. 	. 

,, 

I i 

Sin embargo', al dictarse el Decreto 2406/02, declarando la emergencia físico funcional dé ¡ 't 

k

as dependencias de la Policía de la Provincia de Buenos Aires que alojen detenidos,..no ' ' 
'e apláró él marco legal en el que se encuadrarían las correspondientes' acciones. Esta.  

I 	- misión también se registró en la Ley 13189 que declaró el estado de emergendiat-Irol i''T 
1 	i i  ervicio Penitenciario Bonaerense. 	 , 

Distinta fue' la situación ál momento de sancionarse el Decreto 2476/05, Yá que al liedarIrr 
an einergericia las obras de construcción y/o refacción 'de las dependencias' cíe las in 	1 

Volicias de la Provincia de Buenos Aires que alojaban Atenidos -para .sul  adécua9ipn 
nabitapional y de seguridad antisiniestral-, se estableció co,nforme lo previstolPor la Ley Ili, $ 

, 	, 	 - 	, t,  ,i, 	, 
' f 	I ' 	 ' 	;I: 	• 9: 	. i 
V340. Más específicaménte, por el artículo 2°, este Decretó facultaba "arsepor Ministro 1  II  - , 

ecretario 'en el Departamento de Seguridad a enctiadrar,. y gestionar lascomprás',5ii Isi 'I' 1 . 	. 
Fpntrálaciones -inclusive las quei  se encuentren en trámite- destinadas a ,.superare lla 

ituáción de emergencia declarada por el artículo anterior, éh las previsiones 'del -artículo 
11; dé la Ley 11.340". 	I  

. 	 . 	
t 	! I 1

1 I! I 11  

LI 

eclárbción de emergencia para obras y/o acciones autoriza al Poder Ejecutivo a realiar I I I l 1  
r  st artículo correspondiente a la ley promulgada en el año 1992, establece: "La 

as Ontrataciones, gastos y tomar todas las decisiones necesarias para Scilucionart, 0 	I 
, livirár las cohsecuenciade desastre producidas y a la vez eVitar las ágravaciónes que dé 
él pddieran derivarse. A tal fin utilizará las normas de excepción previstas en el Decretol 
kpy 7.764/71, texto ordenado por Decreto 9.167/86 de Contabilidad y en las Leyes 6.021  I , y ' 	I, 
ble 9b,ras Públicas y sus modificatorias, 5.708, T.O. por decreto 8.523/86,.:GenerardeV i 

. 	xpropiaciones- y Ley 10.397 -Código Fiscal- y sus modificatoriaá, y sus Irespéetivb4 :i ; [i  
' 	ireecsizirpscidn*R:éesgldaemelonstaprioesc;retopsutieeynedso 71a5d4e3T6a9s, TeoxitpirosreD:edcerletocu9m6p9Ili8M7i7notorgárild.rca,:lat ; i ti  

risollía de Estado; y 8.019/73, T.O. por Decreto 8.524/86, Orgánica de Asésoría Qerilrál I ,Ii ' 111  
ble Gobiern4,, Decreto-Ley 9.853/82 y dictamen que alude el artículo 10° de la Ley, 6„.021.! it 
e'acidnados con la intervención del Consejo de Obras 'Públicas. Tódo lo expuesto eh él I t 
reseQte artículo queda en función de lo establecido en 'el artículo siguiente",. 

,  

La primera 'de las declaraciones de emergencia del Sistema Penitenciario de la provincia 
de Buenos Aires -Decreto 1132/01-, fue establecida en el marco de la Ley 11340, la cual 

!posibilitaba eludir numerosas disposiciones de control. Sin embargo, luego de la 
nterv&ición de la Fiscalía de Estado, dicha emergencia debió ser encuadrada en el 

arco de la'Ley de Obras Públicas. In 

La Ley 6021, establece que las obras, 'trabajos, instalaciones y adquisiciones deberán 
hdjudidarse mediante licitación pública. Exceptúa de la obligación de ese acto y pueden 
Ser adjudicadas mediante licitación privada, concurso de precios o ejecutadas por 
administración de 'acuerdo con las normas que establezca la reglamentación, soloi  en 

1 

,1 

1 • r13 



• 	' 

fundamentos de ambas normas dictadas por el Poder Ejecutivo. 

Resulta llamativo que se vuelva a insistir a partir del 2005 con la aplicación de la Ley 1 
1134a para las declaraciones de emergencia cuando estas se relacionan con 
adecuaciones edilicias, aspecto contemplado por la Ley de Obras Públicas, tal como se 
estableció en las primeras declaraciones. Tal como se analizó en la primera parte de los 
fundnmentos de la presente iniciativa legislativa, aquella Ley se relaciona con situaciones 
de desastre' que afectaren a zonas de la provincia y no a posibles necesidades de 
adecuación de establecimientos, por más urgencia que estas requieran. Similar análisis 
efcctrió la Fiscalía de Estado al cuestionar la primera declaración de este tipo que fue . 	 11'1 or 3••-ialmente encuadrada en aquella norma y no en la Ley 6021. 	 ; 

, 
Cahe mencionar que al dictarse el Decreto 2476/05, la primera norma de este tipo que,, 
Fambió el encuadramiento, solo se cita en sus considerandos la manera de antecedente 
h: e avale el cambio- el Decreto 665/04 por el cual "se declaró en estado de emergencia la I 
er „wridad dé los municipios del conurbano de la Provincia hasta el 31 de diciembre de lí,1 
20' en los términos de la Ley 11.340". Pareciera poco vinculable -y también de alguna 	t 
forma cuestionable- ese antecedente. La explicación quizá haya que buscarla más por la , 
jo• 	ilidad de realizar compras y contrataciones en forma prácticamente directa, 

'pifiando los mecanismos y controles de rigor. 

	

1, 	 ,  ., , 
, li • 	1 

_as dos prórrogas sucesivas que tuvo esta declaración de emergencia, Decreto 2632/06 - 1!• •• 

¡
dor el 'término de otros 12. meses- y Decreto 2784/07 por 6 meses más, si bien no reiteran y 	• • 	 41  
pn.  el =articulado el encuadre con la Ley 11340, si lo mencionan sucintamente 'en los ', ill • 1 

1 

0:11C/Wi".4 '1251111t/7 77

• 	

0-  c.7):).111ildif 

Y1C :rine/ft eh; ajt/Ofloct aras' 

n i 1 

-t.,, omo expresáramos anteriormente, a partir del año 2005 las declaraciones 	ii,,,1 
Y >rgenciá se fueron estableciendo conforme a le Ley 11-430; tal el caso del DecreM iy 

?,4, . '/05 córrespondiente a las obras de construcción ,y/o-,Irefacción de las uniclIclésy 
á.•.rildencias carcelarias para su adecuación habitacional yd.e.iSeguridad antisinietrafl ' 
1> 

be debe mencionar que tanto la Ley 13189 que declaro ;el estado de emergen'cia del , i 	 1,, yl. 

	

' .rvicio Penitenciario Bonaerense durante seis meses, ,plazo. extendido por, el Qiecreto 	/'• 

	

4°0/94, al .igual que la Ley 13417 y el Decreto 1649/06,, y, más tarde la Ley, lá6674, 	II'  

V• nlementada por el Decreto 1299/07 que, ademágdétincluir en esa situación' ie 'le' 
i. 

-ción Género] de Salud Penitenciaria, prolongardrhese estado de excepcioh,' rió ' 
r kblecieron en sus articulados ni en sus fundamentos riinguna referencia al enbuadre tid 

'a -lit•Jación de emergencia que se declaraba. Si bien podría considerarse que la l medidas I, / 
optar en ese marco serían mayormente de carácter administrativo, lo ciérto clie - .I• ' 

" 	'cino indicaremos anteriormente- entre los objetivos de dichas declaraciones le incluyó 1, 
ta - >ien el optimizar los recursos máteriales y los servicios con que corliaban las i 

t 	, 
s il d 	-ndencias penitenciarias. 

' 	1 
p in esis de todo lo expuesto en los presehtes fundamentos, cabe mencionar que 1 

e., .litd'reelas declaraciones de estados de emergencia vinculados con .el alojamiento de . , I. 
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.Y1'-ibardo, esta falta de precisiones al respecto cambió con la Ley 13800, promulgad9 ' 

'e 	1t de énero de 2008, que prorrogó la vigencia ,de la Ley 13677 dedlarándo la ,  
e' , rgencia físico funcional de las dependencias mencionádas'én el' párrafo anteliór! Lá 

. •cacl principal estuvo dada por el contenido del artículo ,4° cuyo texto coménzaba,  
esando;, "A efectos de superar la emergencia declarada por pi ai-tículo 1°,.podrri á 

' 	arse 'las normas-  de excepción previstas ", enumerándose taxátivamente a • 	1$ 
,nuación las mismas que están contenidas en el artículo'3° dé la Ley 11340. eabp 	3 
ionar que la Ley 13800 tuvo su continuidad en cuánto a la extensión de la situaCiótl II •

• 	mergéncia a través del Decreto 1362/08, la Ley 13972 kr el Decreto 1080/99,por 
'' -, o de os cuales dicho estado se ha prolongado hasta el pirésenie. 	

• 
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I 	 ' 
' detenidos y;  reclusos en instalaciones policiales y carcelarias, ha sido una constante? 
, durante la mayor parte de la primera década del presente siglo. 	• I • 
, I f 	1 ,, , 	 11 	i 

, 	 • 1 
Con respecto á las dependencias policiales con alojamiento de detenidds, la declaración 

, de emergencia físico funcional de las mismas tuvo vigencia desde el 1411 dé octubre dé 
2002 si hasta el 10 de octubre de 2003 	 • 	,r 

111 	 I 

I  

1311T-: 	;:t ( 

41 .1 	6. :1 13  

b' 11 

1 
' Desde el 11 de mayo de 2004 y hasta el 10 de noviembre de ese mismo año, por Leyr! 
1113138, se declaró en emergencia las Policías de la Provincia de Buenos Aires, siendo, It 
lex!,  •rigida por decreto ese plazo hasta el 10 de mayo de 2005. 	 (1 1 
l , 

.1 
i 'Po,  terioremnte fueron declaradas en emergencia, desde el 21 de octubre de 2005 y hasta. 

61 20.  de octubre de 2006, las obras de construcción y/o refacción de dichas ,. 
del-  endencjas, para su adecuación habilitacional y de seguridad antisiniestral. Mediante 
dtr. decreto se dispuso la prórroga por otro año de dicha situación de excepción, la cual 
be' .-1 vencer el 19 de octubre de 2007, pero fue nuevamente extendida por una norma 

l isim'ar, hasta el 20 de abril de 2008. 	 • 
1 • 	, 

; 
n cuanto a del Sistema Penitenciario Bonaerense, fue declarado en emergencia físis 

tinional -inicialmente por decreto--desde el 16 de mayo de 2001 y hasta el 15 dé rrtay 
be 092. ' 	 • 

1 
For Tedio de la Ley 18189, el estado de emergencia físico funcional fue nuevamen,te 
de ' arado desde el 18 de mayo de 2004 y hasta el 17 de noviembre de ese misnió arko, 

1 t.ir- -to., por;medio de un decreto de prórroga, ese plazo se extendió hasta el 17 de mayo 
be . 005. 

! 	i 	
i ••, 	. 	 . 	 { 

' Má tarde, a partir del 25 de octubre de 2005 y hasta el 24 de octubre dé 2006, lfoe i• 	• 	• 
de. orada ,en einer3encia las obras de construcción yid refacción de las unidades ,y 
'de- :nciencias cat celarias. 
I, I 	 1 	 ; 	 1 	:r1 1 	a 1 1 	 h 

Me iante la Ley 13417, se declaró el estado de emergencia del Servicio Pentenciario 	11  
f 	ti t 	 ' 	

i 	
I al  ?Ir ,/li 

l Ba oerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, órganos dependientes'Idei 
sterio de Justicia de la Provincia de Buenos Aire : desde el 19 de enero de :1()6 'II; 

.1 	a -; el 18 de julio cfe ese año; período extendido por deereto.del Poder Ejecutivo .háltia'él• wi!  
. 	. - ..,. 

r
Alr' e enero de 2C0-". 

. 	. 
ir 

11 	 .1 ' 1 	'fi 	( 
1 Re'eriormente, luego de la sanción de la Ley 13677, las ,dependencias anteriormente • . 31 	 , ,. 	,, - 	,,, 

rp; *donadas, volvieron a estar en estado de emergencia desde el 20 de enefo d,e 2007 1' i •  
i, 

 I
n in el 19 de julio riel mismo año; aunque su vigencia fue ampliada por decretoClesdelel .. 
i., 	g•h 	

' 	
. 

ente hasta e' 19 de enero de 2008. 	 , • 	•Jb •,, • 

,.. 	 • 	i i 
141 	• 	

: 

I, Por medio de la Ley 13800 se prorrogó nuevamente el estado de emergencia del Servicio.  
I5e. Lenciario Bonaerense y de la Dirección General de Sálud.Penitenciaria, desdé e1 20 

iq 	• , 
e enero de 2008 lit ta el 19 de julio de 2008. Al igual que en los casos anteriores ese / I 

pi: - o fue extendido per decreto del gobernador por otros seis meses, es decir hasta el 19 . ,•• 	• 	1' 	1 le ler° de 200,9.  
11. 	

• 	.1 • O 

En resumen, la situación de emergencia del Servicio,,Penitenciario Bonaerense „ha 

	

abarcado prácticamente toda la década, ya que desde mediados de mayo de 2001 h91 	, 
pnc liabos de enero de 2010, solo durante dos años no se aplicó oficialmentelcon,lá 

	

.11 	r 
pta' ailaridad de eshr en dicha situación de excepción en forma continuada desde hace

pi  
 

Dr o años y medio. 

ti 

• 

I. 0;1 1.  
Ley 13972 dio continuidad a este estado de emergencia ai prorrogar la fecha de ,sU 

57in ncia a partir del 20 de enero de 2009 hasta el 19 de jul  lio de 2009, límite este úlrñq . 1.1 
0>.  ndido hasta el 1e-• r'e enero de 2010 por medio del DeCreto 1080/09. 	 , .1  

11 
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4. 

Como'ya expresáramos, existen grandes dudas respecto a las excepciones a las norrhas I 
utilizadas toda vez que se adoptaron acciones en el marco de los estados de emergencia s' 
disnuestos por las leyes y decretos citados en los presentes fundamentos. 

Si bien, eh 'aquellos puntualmente relacionados con la realización de trabajos concretos 
stie construcción nueva, ampliación o refacción de instalaciones carcelarias o de4 
contis&ías que alojen persona privadas de la libertad, tales como el Decreto 1939/04 y el 

! 	1 Der reto 440/06 respectivamente, se indica la relación de la emergencia con el inciso d) 	1 1 

1 1 

	

En algunas de las normas sancionadas a efectos de la declaración de los estados de 	; 
1  emergencia y sus reiteradas prórrogas en los plazos de aplicación, se ha establecido su , 1 
: Correlación con la Ley 11340, o se han detallado las mismas normas de excepción 

	

est iblecidas en aquella, tal como ocurrió con la Ley 13800. Se trata en estos casos de la 	, 
' ño nplcación para las compras, contrataciones y acciones similares en las que son 

	

ptitzados recursos del erario público, de diversas normativas que rigen la transparencia y 	' 
4, el cntrol d ichos actos ejecutados por funcionarios del Poder Ejecutivo. 
I ' l 
l Al exeeptualme en los estados de emergencia mencionados las disposiciones establecidas 
; por ia:Ley de Contar ilidad, la Ley de Obras Públicas, la Ley General de Expropiaciones, 

41. 4_ , t'el C'biligo Fi;scal, asi como al eximirse del cumplimiento de las prescripciones de la LeY 
' Or ínica de Fiscalía de Estado, de la Ley Orgánica de Asesoría General de Gobierno,> t 	,  

lit de n interverrtión del Consejo de Obras Públicas; se da pié a la posibilidad de manejoá 
111 	,1 • 	• 

	

, arbitrarios en el otorgamiento a determinadas empresas de importantes trabajos públicoS, 	s 
ttiu f vorecieU-' n a proveedores vinculados con adquisiciones de materiales y equipos. 
I, 1 4  

	

IP 	4 
: 4 I  { 

Re- iltan harto preocupantes la posible existencia d ,,manejos poco claro p  R•  1 
11 

 
di s recionale t en todos los aspectos relacionados .con los estados de erneirgebdia ' .4. 	• fi Zia I 
lan :zedas • n la presente iniciativa. Las situaciones , de excepción debeb , ser 

	

i

!! itse ,etament-  identricables, mensurables y limitadas en el;tieñ-ipo, tal como lo e'Stábleel 	1  

	

. .i 	 4— :,,,•1 ii..» 	1. 
jas -dunas e• te rigen en la materia. No pueden admitirse ni ambigüedades en,:cuéi:,stq,? 

tiii,o de las dec!nraciones, ni la extensión reiterada de los plazos de vigencia de'llas 4 
I, eii rgencia 51 que 2xistan causales perfectamente' enténietiles. 	 , 	lp 

. 	 . 	al 	, , i. 	 ,... 	, 	. .irl• 
fvlitt ouestion tble aun resulta que todas las acciones eMprendidas en el mareó de estas , 1 • 
Sit •ciones e : excroción, al no ser claramente informédas a los' órganos, dék  contra! • 

	

i 	I  
j t'es 'eífico, as. ; comc a la Legislatura a quien le cabe la responsabilidad de sancionarlas , . 	ti 	4 

;por laE cualc - son declarados dichos estados, árierrniten eludir la aplicaCión1, cle . 

	

a. 	 1 l /II 
ni.. crosas di posic!ffies vigentes en la' materia establecitial para dar transparencia ajos • , 
I ! 4  cvs ide gobierno y evitar discrecionalidades. 	 • 	. 1 	, 	1 	 4  

	

I, j 	1 	 + 	• ti' 

	

. 	 1' 	
I 

l  OP el,aquí h lcer it rerencia a la forma en que se ha burlado la intervención de los 1 1 7i 

	

, e-  tutores e ) el c ntralor de las acciones desarrolladas;én•el marcó' de los' estadól de 	1  lit 	 l• 	: 
en •ugencia d clara ' OS. 	4 • t 	1; 1  

. 	I 	I 	1 E ' 	111  
I 	Vi 	 ik. 

	

ir ti 	1. 

	

ct-,  referencia a las declaraciones de emergencia del Servicio Penitenciario Bon'aerenled  , 	'14 

	

., 	. 	. 	 ... 	l 4 	 I • 	e 

i én n primera de ellas -establecida por Decreto 1132/01 en el año 2001- se dispuso en s 
. 4.4,  'ilo 10°: "Confc-re al Convenio ampliatorio que se stiscriba a' 4este.  rápbctá, 12 .  1 11 	.1., 	i 	.. 

	

1 t 	ron Pctler C'udadano tomará la intervención,  que le' corresponda teniendo en ; 
r ci fa las c 'euns' ncias que motivaron el dictádo, del presente y acorde con ;las 
Ir libo sidades c 3 la emergencia a que se refiere el artículo 1°". Se desconoce iritervenáibri 

li - 	de la c bada cntidad 	 11  .1 
., 

1 
	

, 	 1' 	í 
134 • lin importinte ' • rer presente que en esta emergencia sé establecía -por el artícól9 

ibo 

	

1, 	'e las ob• ls se jecutarian "con cargo al Fondo Fidubiario paré el Desarrollo dél Plan 

	

I dc 	' aestruct ira P v'ncial, creado por el artículo 2° de la Ley 12511". Sin embargo, esta 
llz-  (13sponía 11 crez - ión de una Comisión Bicameral para el seguimiento de dicho Fondo! i 

	

(á 	2O°), la cual c •taría "integrada por 7 Diputados y 7 Senadores.  elegidos por ,  I s 	itt41 	1  

	

tti 	 ; •i i 	' 
i 4 	 16 

	

' lig 1, 	I 
111 	 140 h 

de' nrtículo 9' de la Ley 6021, no ocurrió lo mismo en otros casos. 	 , 1 
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1 i 
[isnpcelli  iavsalsd  eC 

las 
  ám nairáns,r gas„ranot  garantizándose oseunmscínoinmooceod  de 	

intervención 
de  3Serádoorems dei  lasI

.  
' ,'oia 	2 	se  de 	

esta c ; 	
isióii: 	1  

	

4! 	i 	• 

i 	I  

I t  Deddlacionés 'posteriores para el mismo servicio dispusieron lá comunicación' a l las ' 
1 !báilalas.. tá Ley 13189, en su artículo 9°, establecía: "El Poder Ejecutivo 1:emitirá ! ' 
l bimestralmente a la Legislatura un informe conteniendo el detalle de'' las medidas:1 !..i 

:i 	'1,  

: ád::st,adas ide conformidad con las facultades asignadas por 'la presenté Ley". Similar 

	

1 lex' ) tue iñóorporado en el artículo 10° de la Ley 13417, y posteriormente' también en el' 	I 

: 	! 	 11.  
: 

1: larticulo 11tde la Ley 13677. 	
1 

:U. 
' Ser-Cin contultas realizadas en esta Cámara, durante la vigencia de las leyes citadas; 

p
, re edentdmente -que abarcó desde mediados del año 2004 hasta comienzos del 2008-, • 

	

!él 	-der.  Éjécutivo no habría remitido informe alguno sobre las medidas adoptadas:en1 : 
fur
1 	

'.5h dalas respectivas declaraciones de emergencia. 
. 1,1 	 ii 	i 

Fn cánto
:' 
 a la Ley 13800, promulgada a fines de enero de 2008 y que ha teñido 

. per finbidad balita el presente a través de las sucesivas prórrogas establecidas mediante !.  

I be retes y 'Por la Ley 13972, se debían establecer dos Comisiones de contralor. 
l• 	: 
La !opera F e:1e, ellas, de acuerdo con el artículo 6° de aquella, disponía la creación clewsi, 

1
"Ce nisión :de Monitoreo y Seguimiento con el objeto de garantizar que la normativa 
Ir: )1Ia eniforma transparente, que estará integrada por un representante del Ministki9 	i 

ii, 

:I pe u$ticialrun representante de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buer' . II,  , 1 
y un .lepresentente de la Procuración General- de la Suprema Corte de Justicia d '' la 41, 

kor. :incia de Buenos Aires y será coordinada por el señor Ministro de Justicia. iLa 1 
.: en er,ión ikl'ara a los Organismos de Asesoramiento y Control de la Provincia a designar 

r 1 ' 
ii. • 4 

FUI' rire§elitate a fin de controlar la legalidad de las actuaciones". 
1 	• 	y 	

., 
' f . lE • 

	

!t 	.• 

	

1E , 	' 	t 	11  I I 	r 	itgrl 9 a, a  segunda, quedó establecida por el artículo 7° de la Ley 13800 en el cual se 
iso crdar "una Comisión Bicameral de carácter consultivo en el ámbito de la 

. 

	

Hv 	viable te joislatura de la Provincia de Buenos Aires que estará integrada por, seis 

	

' di: 	,os y s ?in, ser idores designados por los presidentes de las respectivas CárharaS, • 

	

de. 	li lo co: - .rnplarse la participación de las minorías, La Comisión Bicameral debbitá : 

	

k 	.formAlla por el Ministerio de Justicia y practicará las.  observaciones, Propuestas Y I . 

	

ro 	lendaCic.-  2s que esIime pertinentes respecto de los procedimiento;. obrar:11 1  i' 

	

,e 	tes %te se encaren en función de las previsiones de la presente Ley". Eáta crliiión ' 

	

a 	11  1 

	

B 	T'eral :ta' ;orno ha sucedido con muchas otras con' similares objetivos'-; n'o:  .halkil 

	

., 	 t. 	 ,.11.. 

	

: fu 	- nds» r• oca, entro o'ros motivos por no haberse recibido la ,' infprmácilbri 1 	,Il 
metid ior el Poder Ejecutivo a través del Ministerio dé Justicia. 

i ''  

" con referencia a las declaraciones de emeencia de las depi  endencial 

	

i jar 	'.:is, la p' mera de evos -establecida por el Decreto 2440/02-, así como la segura -- i  

	

1 	.•. 

	

ID 	.to 247C '5- y las surrsivas prórrogas que le dieron continuidad, solo indicabadlen 

	

,$1 	Irficulad- que se diera cuenta a la H. Legislatóra jde su dictado. Sin embargo, 

	

lioft 	: --)s l?,- - muy , n cnern que estas normas fuerón jdictadas en el marco de:la Ley 
Id' ' de eme gencias de la Provincia, la cual enuncia en su artículo 3° las nurgeroláá 

	

n1 	1s de c-r-: pción quo se 'e permite utilizar al PodIr Ejecutivo para la realizabiórffije 

	

g! 	',/o rIcr les, aung::- in fine el articulo expresa qué estas atribuciones quebariltrgn 

	

fu 	1 n de lo . tablecido e- el artículo ,siguiente", el cual elstablece: "Ejecutada la obra yi; ; 

	

air• 	o encár r i, el Prder Ejecutivo deberá dar cuenta 'dé' Sel actuación a los jOrgagitibb.  , 

	

1 	cnnst» - ,n, conforme e la legislación vigente". 	' ' ;' 
 ,- 

	

'1, 	li 111 .; - 

	

f; 	 • 'I 	4 ' rtli 1 

	

A 	s'ir de ' s ilumeresns disposiciones -tal domo .fué expuesto en los parraToS ' 1 

	

Sr 	',-es-,IT - - 	las viales estaba obligado el Poder Ejecutivá a- informar bimestralmente 1  

	

é: 	Hile 2 . Legislatura zobro las acciones desarrolladas én función de las reiteradas $ 

	

1 	ncion e - le en irrcjen—a nada se hizo al respecto., Prácticamente se desconoeen ' 

	

V 	id- ons -Lncrets que s 2 han dispuesto ei; materia penitenciaria desde cornierlod. ' ,1  
I CIL i d,..dada nasta nuestros das, ya que solo han trascendidó algunas pocas medida S» ',- 

	

i• 	-.p,,,. 

!
fi 	1 	 i' 	ir 

j,  

	

ii 	i 	, 	 ' i; 

ELE 
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1)fir-' 

' 	te/Tc t Yacía io-cift.,„„s„,„-przref.  

i 	t 	 Y 	 1,. 	t 

	

, El Poder Elecutivo ha venido solicitando sistemáticamente a esta Legislatura iristrumerros : 	, 

' 

	

	c stitució'n de la Provincia. Dispone de estructuras, recursos y herramientas qué le 1  . 
le- •'es club le permitieran ampliar las competencias específicas que le contere 'la , 3  

, 	 , 

1 	
q 	w 

1/2; 44/2'llk/1/2”' 	
1 	1 I 

-:t1t 

; pe« •iten drsarrollar políticas en materia carcelaria en forma coherente y planificada. No 
existen prz,ízticamente motivos para que se haya llegado a una situación de emergencia' .  !ir' 

; 
1 en el sisterila, y menos aún que la misma se hubiere prolongado durante tantos años, i sin, , 

la' ,rSe ath ncy con certeza si dicho estado se encuentra o no superado. 
11 

	

E'. 	mtemtnte no se ha trtado de un problema circunstancial imposible de prever lo que t • 
y ha rovoct D el permancInte estado de emergencia en el Servicio Penitenciario ' 
i Be drensp La declaraciones similares que involucraron también a la Dirección General' 

	

de 	tfiud E Mtenciaria, a los establecimientos policiales que alojaban detenidos y al 

	

r P. 	rnato il• iberarlos; nsi como el cuestionable funcionamiento de los Hogareskle j 	I. 3 
Ç 	-ención ce Menores y la inocultable crisis en materia de seguridad pública que sufren $ . 

	

Eje 	onaer ' r Js, dcmuest' -in el fracaso generalizado de las políticas instrumentadas'por ' Ir 
Ir 

	

lo; 	verso 	bierncs pro«,  nciales que se han sucedido en la última década  
1 

VéS de 11 sanción d•- leyes específicas en forma consecutiva, la Legislatura de la , 

	

, pr 	leía or? ' renos ('\ ires ha concedido al Poder Ejecutivo amplias facultades para tjue 

	

hr 	alizar.4 	Servir n Penitenciario y llevara adelante una política responsable y acoirdd ; 

, h 	ieyel 	ente: en r itera de derechos humanos. No solo fueron aprobadas lag . 

	

' 'e" , 	rjenc: 	para posil lar la rápida construcción de nuevos establecin'fle'nfól , 

	

, ca 	'arios' y '3 mejora d 3 los existentes, sino también la intervención del organismo i  

\.?c,• -nrat •• ' , refc, -na dr , Código Procesal, así como otras normas destinadas a mejmrl• 
1 - 

	

la 	z.cie 	- 	-)s re - so, « n las cárccles de la Provincia. u 	 - 4 	 1  
I 4 11¡-.1  'l'II 

	

11 p 	ned:o d • ' si. - tarac1,-  nes de emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerer'isei' Se 
a terftíp 

	

r 	

d 

	

le 	'1  et  . I,  ) al Poder Ejecutivo facultades extraordinarias para solucionar l i 

	

1 ir. 	ión . 	mismo, tan ) en sus aspectos organizativos, funcionales, operatkidS.: yl • 
rector -se ii: n se argumentaba- de transformar la estructura de, disha 

ptir- -nr 1 	recursos humanos y materiales. Este tipo de medidas le han 

	

ID' 	¡tido: 	r rgnar funcir nes, continuidad, destinos y reglamentar obligaciones 'del 
onal pl - '« -t'a,' , y e sponer de una importante cantidad de normas de 'excepción 

	

'c 	r(1: fin • 	
1/41, 	í 	-, 	t , 

,erar ,Lipidz -lente el estado de emergencia. ' 
	

:, ' 	I 

II E 

1 	
t 

1 

01 11  

hrie1  dna ddrada ' --. &versos Gobernadores que han tenido a su cargo,nuestra 
, 	pe - ,nec ler a la misma fuerza política-, han venido soiibitando 

1  • .4,3, 	ie ct-,gue. - facultades extraordinarias para solucionar la cLiestion45.11,  

	

«eh: 1 ( 	ie t- 	enc traba el sistema penitenciario bonaerense, así có,mo,,,loS 
'cc ,- 	t -; GIL:Jales -,ue alojan personas detenidas. 	 , 	' 	1 t, ' ls  

, 	j, 	j• 

rerr 	que hizo el Gobierno provincial con 19s ,facultades extraordinarias 
la, 	l( s tí-  nisit. ) r n estada des  permanente eméj-gencia sin que sé vialunibre . 

J.. 	íam 	La tuación del servicio petiitenciario no parece habar n'iejor',adlo 	r . 
' 	lir 	._. N- -,e h-  • sr lucionado los problemas estructurales y, peor aún: cada I 1  

t 	-st -3,49 i, • blic graves sucesos que demuestran el fracaso o la insuficierield I 

	

S me i_ 	as adoptadas. * 1 	 ' 1 	'i 1.-  ft : . ',•• 	 1 
, 	I 	 I 	 • 1. 4 	1. 	' , 

s .  jr—das n' Pc ler Ejecutivo y las excepciones al cumplimiento estricto de' 
'nria 	e -rnpras y contrataciones Lque le permiten realizar ese tipo 

oír 	n c -trc•-, imponían poner en conocimiento de la Legislaturklas ' 
'tadris e c - formidad con las leyes que .establecieron los estadbs'''Oe t 

:: 3 	 II, 	i • 
-lune 	 1 	, ,3 	 *tu, ¿::. • 

, 1 ,,,1 
:-. 	e: ie el inci imp"mientg de disposiciones destinadas

. 
 a transparen v. ar i 1 os , ri 

.. , , 
Do 	n dí- 3 nateria contituye una 'falta' grave de la Administración 
3! n í de- ser admit lo pór los legisladores. Le cabe al Gobernáddr,,a , 

1 	 1 , 	111‘1  

t 	 t 	; . 	1! 

s 'l ' i !t- 
i 
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g  I 	. 
„través): de gi is dependencias ,' competentes¡ 'subsanar estas 
:menor pla:: Posible a laS Cárnaras.  la  información incumplida • 
,j• 	: 	 • , 
Por los mopvos expuestos,. solicitamos la .sanción favorable de la presente 
In.c a .iva 
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